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RAMA JUDICIAL DEL POI)ER PÚBI,ICO
JUZGADO DIECISEIS CIVII, DEL CIRCUITO

CARRERA 44 No. 38-11  EDIFICI0 BANC0 POPULAR PISO 4
cctol6ba@cendoj.ramajudicial.gov.co.

BARRANQUILLA - ATI,ÁNTICO.

JUZGADO DIECISEIS CIVIL DEL
mil veintidós (2022).

Barranquilla junio treinta (30) de dos

REFERENCIA: ACCION DE TUTELA PRIMERA INSTANCIA
RADICACIÓN:08001-31-53-016-2022-00140-00.

ACCIONANTE: La COOPERATIVA MULTIACTIVA DE LA REGION CARIBE
DE COLOMBIA SIGLA COORECARCO EN LIQUIDACION.
ACCIONADO: EI COORDINADOR DE LOS JUECES CIVILES MUNICIPALES
DE EJECUCIÓN DE BARRANQUILLA (CENTRO DE SERVICIOS PARA LOS
JUZGADOS CIVILES MUNICIALES DE EJECUCIÓN).

ASUNTO

SedecidelaaccióndetutelapromovidaporlaCOOPERATIVAMULTIACTIVA
DE   LA   REGION    CARIBE   DE   COLOMBIA    SIGLA   COORECARCO    EN
LIQUIDACION,   quien   actúa   a   través   de   su   representante   legal   en   contra   del
COORDINADOR DE LOS JUECES CIVILES MUNICIPALES DE EJECUCIÓN
DE  BARRANQUILLA  (CENTRO  DE  SERVICIOS  PARA  LOS  JUZGADOS
CIVILES MUNICIALES DE EJECUCIÓN).

ANTECEDENTES

1.1 La gestora suplicó la protección constitucional de su derecho ftmdamental
de t/Pe¿z.cz.ów presuntamente vulnerad`o por la autoridad judicial acusada.

2.-Arguyó, como sustento de su reclamo, en síntesis, 1o siguiente:

" „ . I )-El día Os de Marzo  del año  2.02 I ,  la apoderada judicial de COORECARGO radi_cóÍ a li!a_vé_s  d_el_co.r.r_e.o .i.n:titucional de  lp

ofi;i'na-d;  ¿OóRDINACIÓN  DE  l,OS JUECÉS  CIVILÉS  MUNICIPALES  DE  EJECUCIÓN  DE  BARRANQUILLA.  escrno  en  la
ci,ial lo siguiente al Cooi.dinador:

"Deritro del  téi.mirio qLie esiablece  la  ley  1755  de 2.015  síwase infiomar a la peilcionaria lo sigiiiente.

a.~Aquejuzgadodeeieciiciónporrepartolecoirespondióelconocimíeatodelprflsesgyg_P_80_P1_490_30!_!.-~2_015-00749-00Pi.oceso-¿j¿-c;;i;¿-`Je°-óóOÁicARCO`contr¿  MARIO  BOC:ANEGRA MENDOZA y MÓISES DOMINGUEZ PATIÑO.

2.-la   petíción   antes   desci.ita.no   ha   sido   resuelta   por   la   OFICINA   DE   C90RDIN.AC!ÓN   DE  .LOS   JYECES   CIVILES
MUNICIPALES  DE  EJECUCJÓN  DE  BARRAQUILLA.  Lo cual es violatorio del derecho fiuiidamenial de petición „.".

3.-Pidió, conforme lo relatado se le ampare el derecho fimdamental alegado.

4.-   Mediante   proveído   de   17   de  junio   de   2022,   el   estrado   avocó   el
conocimiento    de    esta    salvaguarda    fimdamental    y    se    vinculó    a    MARIO

ii;,.,



BOCANEGRA  MENDoizA,  MOISES  DOMINGUEZ  PATIÑO  y  el  JUZGADO
ONCE CIVIL MUNICIP AL DE BARRRANQUILLA.

LAS RESPUESTAS DEL JUZGADO ACCIONADO Y LOS VINCULADOS.

1.-EI  COORDINADOR DE  LOS  JUECES  CIVILES  MUNICIPALES  DE
EJECUCIÓN  DE  BARRANQUILLA  (CENTRO  DE  SERVICIOS  PARA  LOS
JUZGADOS CIVILES MUNICIALES DE EJECUCIÓN), sostuvo que:

" ...Se pretende por este mecanismo dar respuesta al derecho de petición preseritado por la COOPERATIVA COORECARCO,

a tra.v.és de su apoderadajudicial, e[ día Os de maizo de 2021. donde solícitan inf;ormación acerca del juzgado de eiecución al
ciial le coi.respondió el proceso ejecutivo bajo radicado No.  080014003011-20 I 5-00749-00 de CC)ORECÁRCO coiilra MARIO
BOCANEGRA  MENDOZA y  MOISES  DOMINGUE  PATIÑ0.

Al. re?pecto  me  pei.mito  manifiestar  ínicialmente  que,  tome  posesión  del  cargo  de  Coordii.ador  el  01   de  marzo  de  2022,  y  en
ningí:n momenlo  se ine  piiso  ep conoc.im:ienlo, por parte de  la anterior coordinación,  que existiere dei.echo  de peticiói. al-gLino

?endie`nte   por   respoirier,  .splo   teméndose   conocimiento   de   ello   en  viiiucl   de   la  -presenie   acción   de   iut¿la,   poi-   1;  quein~n!e_d!a±a_mer:.l_:  se_ _pi!o_c3d_ió_a_ 9ai.  respuesta  a  lo  peiicionado  por  e[  accionanie  y  ei.víar  la  misnia  a  la  abógada  d¿  la
COO,PERATIVA COORECARCO, a[ correo electrónico desde el cual se ef;ectuó la petiaón, ci[ya constancia nie perÁm ai]ortar
con la presente.

En.los  an.íerior:s  .iérn"os  doy. resp!esta  a  la  acción  de  la  refierencia,  aportando  los  clocumentos  i)robatorios  periinentes,
so[,cítando se  dec[are ímprocedente ,a, m,sma por ex,sttr t,n hecho superado sobre [o p,.eter.d,do Í]or ,á Parte acc¡o:nante .„ „

2.-EI JUZGADO ONCE CIVIL MUNICIPAL DE BARRRANQUILLA, refirió

que:

" ....Vist?  e[. escril? .d.: ift!e^lfl: e5t_e_Pespacho obseiva quefiie vinculado a la presente acción coiwtitucioruil,  en i.elaciói. al proceso,

i._ad_ic_adg_b_aj_o  el  N°  080014003011-2015-00749-00,  de  CQOPERATIVA  COORECARGO  EN  LIQUIDACIÓN,  coriti.c;  MARIO
BOCANEGRA  MENDOZA y  MOISES I)OMINGUEZ PATIÑO.

Confoi.me al  requerimienio solicitado a trc[vés de correo eleci¡.ónico, esie Jttzgado inf;oi.ma qtw

1.                Medíante auio  defecha 05  de octubre de 2015, se  libró mandamiento de pago y se decreiaron medidas cautelai.es.

2.                C.oi: auto.del  2Z  de_?i_ayo  de  2.017,  se  aceptó  el desislimiento  de  la  acción ejecutiva  qLie  hizo  la pai.te  demndante  con
r::p_?C~t_o~a! d_en:.f ti.ig?4_o_M_AR_I_9_ POCANEGRA  MENDOZA  y  se ordenó  segLiir  adelante  la  ejeóución  coi.  ;especto  al  demandado
MOISES  DOMINGUEZ PATINO.

3.                Ac.tual.mente` el expedienie se imcuenira al Despacho para aprobar liquidación de costas y posteriormeiue se procedei.á
a  remitir a los Juzgados de ejecución Civil Municipal de Barranquilla.

S^e_^a^cl.ar^a^ _q_ue   n_o^ .e:í5i.e_p3ti_c_ión  dirigida  a  este  Despacho  que  esté  pendiente  por  contestar  o   resolver  dei.iro  del  proceso
08001400301  I ~2015-00749~00 .„ ".

3.-Los demás vinculados guardaron silencio.

CONSIDERACIONES

Cómo  ya  quedó  visto,  es  patente de la recesión  del  cuadro /Zc¿z.co  recreado  en la

presente salvaguardia fiindamental, devela que la esencia del debate sometido ante
la jurisdicción constitucional radica en que el promotor se encuentra inconfome con
las actuaciones del COOBDINADOR DE LOS JUECES CIVILES MUNICIPALES
DE EJECUCIÓN DE BARRANQUILLA (CENTRO DE SERVICIOS PARA LOS
JUZGADOS  CIVILES  MUNICIALES  DE  EJECUCIÓN),  porque  no  le  ha  dado
respuesta  a  un  derecho   de  petición  respecto  de  la  ubicación  del  proceso  No.
080014003011 -2015-00749-00 y el Despacho que le correspondió.



En  lo  que  toca  con  la  solicitud  de  amparo,  las  digresiones  enantes  prohijadas

pemiten  encuadrar  la  controversia  z.%s  fiindamental  debatida ante  la jurisdicción,
dentro  de  la  temática  del  resguardo  que  el  ííderecÁo  c7e peíz.cz.ó7c/)  ostenta  en  el

escenario constitucional.

En efecto, en foma reiterada la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, ha
sostenido que:

«[E]l derecho  de  peticíón no  sólo  implica  la potestad  de  elevar  peticiones
respetuosas a las autoridades; envuelve además la necesídad de que se brinde
una  respuesta  adecuada  y   oportuna  -que  no  f;ormal  ni  necesariamente
ficworable-  dentro  del  marco  de  imparcialídad,  eficacía  y  publicidad  que
caracteriza al Estado Social de Derecho... El derecho de petición supone para
el  Estado  la  obligación  positiva  de  resolver  con  pr¿ntitud  y  de  mdnera
congruente   acerca  de  la  solici,tud   elevada,   lo   que  no  implica  que   ese
pronunciamiento tenga que ser fiavorable, pues como l)íen se sabe la garantía
constitucional   mencionada   ti.ende   a   asegurar   respuestas   oportunas   y
apropiadas  en  relación  con  aquello  que  de  las  autoridades  se  pide,  no  a
obtener de  estas últímas una resolucíón que indefíectiblemente acceda a las
prefe77sz.o#e5  cJe/  so/z.cz.¿c}79¿e»  (CSJ  STC,   10  Dic.  2012,  rad.  No.  00120-01,
reiterada el  16 dejunio 2014, rad, No. 00107-01).

Al respecto, es de verse que el artículo 86 de la Constitución Nacional, pregona que
el objeto del amparo, es resguardar en foma expedita un cúmulo de prerrogativas de
linaje  superior,  vulneradas  o  amenazadas  por la  actividad u  omisión  de  cualquier
autoridad pública o incluso de los particulares.  Cómo  fácil se observa,  el mandato
constitucional  en  el  punto  impone una  orden  de  inmediato  acatamiento  que  tiene
como designio que se evite, repare o cese la conculcación de un derecho superior.

Justamente, es pertinente evocar que el derecho ftindamental de petición se encuentra
consagrado  en  el  artículo  23  de  la  Constitución,  el  cual  establece  que  cualquier

persona,  ya sea por razones  que involucran el  interés general  o particular, tiene el
derecho a presentar, de manera respetuosa, peticiones a las autoridades y obtener una
respuesta  expedita.   El  mismo   comprende,   a  su  vez,  la  posibilidad  de  realizar

peticiones a particulares en los casos que detemine la ley.

En ese orden, es apodíctico que el derecho de (ípefz.cz.ó7z/), como institución jurídica,
encuentra  su  razón  de  ser  en  la  necesidad  de  regular  las  relaciones  entre  las
autoridades y los particulares, con el fin de que estos últimos puedan conocer y estar
al tanto  de las  actuaciones de cualquier ente estatal.  Desde este punto  de vista,  su
núcleo   esencial  está  en  la  pronta  respuesta  que  se  le  brinde  a  las  solicitudes

presentadas.
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Por su parte, 1a jurisprudencia constitucional ha señalado la relevancia que cobra el
derecho fimdamental de petición, ya que se constituye en un instrumento clave para
el fiincionamiento de la democracia participativa, y para el acceso a derechos como
el de infomación y libertad de expresión, entre otros.

En esa línea de pensamiento, la Corte Constitucional ha manifestado, a su vez, que
el  derecho de petición no solo implica la posibilidad de presentar solicitudes  a las
autoridades estatales o a ientes particulares, cuando la ley lo permita,  sino, de igual
manera,  que  se  dé  una  oportuna  respuesta  con  sujeción  a  los  requerimientos
establecidos en la ley pa].a dicha petición.  Es  decir, independientemente de que lo
resuelto por la entidad sea adverso o no a los intereses del peticionario, la resolución
del asunto debe contar con un estudio minucioso de lo pretendido, argumentos claros,

que  sea coherente,  dé  solución  a  lo  que  se  plantea de  manera precisa,  suficiente,
efectiva y sin evasivas de ninguna clase.

Así,  para  tener  claridad  sobre  los  elementos  del  derecho  de  petición,  1a  Corte
Constitucional ha indicado en la sentencia T-414 de 2010, que el mismo se compone

«1.  La  posibilidad  ci,erta  y  efectiva  de  elevar,  en  términos  respetuosos,
solicitudes  ante  las  autoridades, sin que éstas  se nieguen a recibirlas  o  se
abstengan de tramitarlas.

2. La obtención de una respuesta que tenga las siguientes caracterí,sticas:

(i)    Que sea oportuna;

(ii)    Que resuelva de fbndo, en fiorma clara y precisa lo solicitado; lo cual
supone que la autoridad competente  se pronuncie sobre la materia
propia  de  la  solícitud  de manera completa,  sin  evasi:vas  respecto  a
todos y cada uno de los asuntos planteados.

(iii)  Que la respuesta sea puesta en conocimíento del peticionarío.
La respuesta es índependiente del hecho de sí es f;avorable o no, pues no

necesariamente dar una respuesta de f;ondo implica acceder a lo pedido».

Sin embargo, cuando se adopta una decisión al interior de una acción judicial, como
lo es el proceso Fjecutivo sobre el cual versa la demanda de tutela, allí las partes y
los terceros  interesados  deben manifestar sus  inconfomidades  o  solicitudes  en  la
foma y dentro  de los té]minos previstos por el  1egislador a excepción de  que  se
traten de asuntos netamer]ite administrativos.

E11o,  porque  no  puede  olvidarse  que  las  personas  involucradas  en  los  procesos

judiciales deben sujetarse a los procedimientos correspondientes, en este caso, a los
consagrados en el Códigoi General del Proceso.



En  cuanto   al  derecho   de  petición  dentro   de  un  proceso  judicial   la  H.   Corte
Constitucional, se ha pronunciado :

"...resulta indudable que  el derecho  de peticíón puede  ejercerse ante

los jueces;  que, en consecuencia, éstos se hallan oblígados a tramitar
y responder las solicitudes que se les presenten, en los térmínos que la
ley señale, y que, si no lo hacen, vulneran la preceptiva constitucional.

"No  obstante,  el juez  o  magistrado  que  conduce un proceso judícial

está  sometido  -  como  tambi,én  las  partes  y  los  íntervini,entes  -  a  las
reglas   del   mismo,  fijadas   por   la   ley,   lo   que   significa   que   las
disposicíones      legales      contempladas      para      las      actuaciones
adminístrativas no son necesariamente las mismas que debe observar
el juez  cuando  le  son  presentadas  petíciones  relativas  a  puntos  que
habrán de ser resueltos en su oportunidad procesal y con arreglo a las
normas propias de cada juício (artículo 29 C.P.).

"Debe  distinguirse  con  claridad  entre  aquellos  actos  de  carácter

estrictamente judicial y los administrati:vos que pueda tener a su cargo
el juez. Respecto de éstos últimos son aplicables las normas que rigen
la activídad de la admi,nístración pública, es decir, en la materia bajo
análisis,  las  establecidas  en  el  Código  Contencíoso  Admínistrativo
(Decretool  de 1984).

"En   cambio,   las   actuaciones   del  juez   dentro   del   proceso   están

gobernadas  por  la  normatívidad  correspondíente,  por  lo  cual  las
solicítudes que presenten las partes y los intervínientes dentro de aquél
en  asuntos  relacionados   con  la  litis   tíenen  un  trámite  en  el  que
prevalecen las reglas del proceso.

En ese orden de ideas, nadie podría alegar que eljuez viola su derecho
de  petición  cuando,  principíando  el  proceso,  presenta  una  solícítud
orientada  a  obtener  la  definíción  propía  de  la  sentencía y  no  se  le
responde dentro  de los  términos  previstos  en  el  Código  Contencíoso
Admi,nístrativo si,no que se posterga la resolución hasta el momento del
fiallo. En tales círcunstancias, ante eventuales actitudes morosas para
resolver, el dereclw fiundamental que puede invocar el interesado no es
el de petición sino el del debido proceso" .'

Ahora  bien,  el  estrado  al  adentrarse  en  la  cuestión/Zcfz.ccz  que  campea  en  el  sc¿b
ejx:cz77zz.#e,  percibe  con  la  valoración  de  las  probanzas  aducidas  que  la  cooperativa

accionante  presentó  una  petición  el  día  s  de  marzo  de  2022,  a  través  de  correo
electrónico ante el COORDINADOR DE LOS JUECES CIVILES MUNICIPALES
DE EJECUCIÓN DE BARRANQUILLA (numeral 02 del expediente digital), la cual
es  netamente  administrativa,  ya  que` con  la  misma  se  pretende  la  búsqueda  del
expediente No. 080014003011 -2015-00749-00 y el Juzgado que le correspondió.

`  Coiie Constitucional.  Sala Quinta de Revisión.  Sentencia T-334 del 3 I  dejulio de  1995.
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Igualmente, en el expediente milita el infome de la accionada, en dónde se aporta
una  respuesta  emanada  por  la  COORDINADOR  DE  LOS  JUECES  CIVILES
MUNICIPALES DE EJECUCIÓN DE BARRANQUILLA a la petición citada, en la
cual le infoma a la apoderada judicial de la cooperativa tutelante que (numeral 08
del expediente digital) :

" ...De la búsqueda realizada en la base de datos que maneja el área de reparto de

la oficina, se pudo constatar que el reftrido iroceso no ha sido asignado ; ninguno
de  los juzgados  de  ejecución  civíles  municipales  de  Baryanquílla,  por  cucmto  el
expediente  contenti,vo  del  mísmo  no  ha  sido  remítido  a  esta  dependencia  por  el
Juzgado Once Civil Municipal de Barranquilla.

Lo anterior se denota del pantallazo de la platafbrma TYBA adjuntado a la petición,
donde no obra ringuna actuación por parte de juzgado de ejecución alguno . . . " .

Asi mismo,  se advierte que la contestación fue remitida al correo electrónico, en
el cual fue enviado el peclimento, tal y como lo deja ver la siguiente constancia de
remisión:

RESPU£STA  DERECHO DE  PETICION  EN  PROCESO CONTRA MARIO  BOCANEGRA

Contro  Seívicios  Ejecucion Civil  Municipal  -A{lai\tico  -  Barranquilla  <cserejcmbquilla@cendoj.ramajudicial.9ov co>
>|.d e 2¿r06,/2922 9 3j

Para. Cíirina  Palacio Tapías  < cpabciol 21 @hotrnail,cQm >

CC  Ariel Ívlanuel Arteta Rua  <así{ebr@cendoj.raíitaJud{cíaLgov co >,Gim  Paols  Mejia A[belaez <gmejiaa@cendoj Íamajudicjal gov.{o>

©   ?  áic)}ivo`  aüiui\ia.  (349  X9i

CONTES?ACIC)N  "R£C}+O OE FEílcIÓN CAR[VÁ F^lÁCIO.DORECARCO pdí

Bórranqullla,  22 de jmio de 2022.

Doctors
CARINA  PALAC)O  TApiAS

Cltldad

Por medío de  la  pre5erite 5e le  remite respues(a al di:retho de petlcíón de !a  referencia

At®nhmente,

AIFREDOTORRESVASQUEZ

Proíe5ional  Universitario Gndo 12 con  Funciones de Secretari.a

Ofic¡na de Apoyo cle  los Juzgados C`/iles Municipale5  de  EjBcución de  Baminqullla

Bajo ese entendido, para que la respuesta a la petición se encuentre ajustada a
la ley y a lo que la jurisprudencia constitucional ha manifestado al respecto.

De modo que, es evidentie que la contestación emitida por el COORDINADOR DE
LOS  JUECES   CIVILES   MUNICIPALES   DE  EJBCUCIÓN   DE   BARRANQUILLA

(CENTRO   DE  SERVICI()S  PARA  LOS  JUZGADOS   CIVILES  MUNICIALES  DE
EJECUCIÓN)   cumple   con   esos   parámetros   constitucionales,   encontrándose
absuelto  el  derecho  de  petición  formulado  por  la  cooperativa  promotora  del
resguardo.

En ese contexto,  el Despacho  aprecia de la textura y de la respuesta y los  anexos
adicionales  a  las  contestaciones  de  los  accionados  que  la  dialéctica  elegida  para
replicar a la salvaguarda invocada en su contra, trae la descripción de un evento típico



de configuración de un hecho  superado por carencia de objeto,  ya que se resolvió
sobre el requerimiento sobre la solicitud elevada, que en esencia, es el aspecto central
de la gravedad de la dolencia elevada en el escrito tutelar; y por contera, perdió su
vigencia  las  quejas  que  son  presupuestos  del  amparo  por  conmocionarse  en  sus
cimientos por edificarse un evento de hecho superado.

Sobre  el  particular,  la  Corte  Constitucional  en  forma  reiterada  ha  precisado  los
efectos  del  instituto  del  {ÍÁecÁo  s%perczczo/},  en  el  sentido  que  la  acción  de  tutela

«pierde  su  razón  de  ser  cuando  durante  el  trámíte  del proceso,  la  situacíón  que

genera  la  amenaza  o  vulneración  de  los  derechos  ftndamentales  invocados  es
superada o finalmente produce el daño que se pretendía evitar con la soli,ci,tud de
cz77?pcm/}2. En estos supuestos, el amparo constitucional no es un mecanismo judicial
adecuado pues ante la ausencia de supuestos fácticos, 1a decisión que pudiese tomar
el juzgador en el caso concreto para resolver la pretensión se convertiría en ineficaz3.

En efecto, si lo que la salvaguarda pretende es ordenar a una autoridad pública ora a
un  particular  que  actúe  o  deje  de  hacerlo,  y  Ííp;'ei;z.czmé'7?¿e  cz/ p7'o7?#7ecz.cz77?z.e72Ío  cze/

juez de tutela, sucede lo requerido, es claro que se está frente a un hecho superado,
porque desaparece la vulneración o amenaza de los dereclws fiundamentales»4 .V aLle
decir,  esa  circunstancia  pemite  pregonar  la  ausencia  de  supuestos  facticos  que
materialicen la decisión del juez de tutela.

Con arreglo a ello, es que el máximo Tribunal Constitucional ha creado la teoría de
la carencia actual de objeto como una altemativa para que los pronunciamientos de
los jueces de tutela no devengan inanes. Sin embargo, ese propósito se debe ver con
base en una idea sistemática de las decisiones judiciales. Así,  es claro  que la tarea
del juez constitucional no solo es proteger los derechos fimdamentales a través de la
solución de controversias, sino que también, deben considerarse que a despecho de
la  inexistencia  de  un /czc'¿a!m  objeto  de  decisión,  o  que  a pesar de  que  no  existan
situaciones fácticas sobre las cuales dar órdenes, ello no es suficiente para soslayar
la ftinción hierática que tienen sus decisiones. De allí que se haya establecido que las
sentencias de los jueces de tutela deben procurar por la vigencia subjetiva y objetiva
de   los   derechos,   pero   también   la   supremacía,   interpretación  y   eficacia   de   la
Constitución de 1991.

Pues bien, a partir de allí, la Corte Constitucional ha aclarado que el fenómeno de la
carencia actual de objeto se produce cuando ocurren dos situaciones específicas: (i)
el hecho superado y (ii) el daño consumado. Bajo esa perspectiva, es patente que la

pr.r:merEL tjipóhef;+s  «se  presenta  cucmdo,  por  la  acci,ón  u  omisión  (según  sea  el

2 CORTE CONSTITUCI0NAL, sentencia de 15 de diciembre de 2014, Exp. T-970-2014, M.P. VARGAS SILVA Luis Bmesto.
3 CORTE CONSTITUCI0NAL, sentencias T-588A de 2014, T-653 de 2013, T-856 de 2012, T-905 de 2011, T-622 de 2010,

T-634 de 2009, T-449 de 2008, T-267 de 2008, T-167 de 2008, T-856 de 2007 y T-253  de 2004.
4  CORTE  CONSTITUCIONAL,  sentencia de  21  de  febrero  de  2008,  Exp.  T-168  de  2008,  M.P.  MONROY  CABRA  Marco

Gerffdo.
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requerimiento  del actor e,n la tutela)  del oblígado,  se supera la af;ectacíón de t;l
manera que «carece» de cibj eto el pronunciamíento del juez. La jurisprudencía de la
Corte  ha  comprendido  la  expresión  hecho  superado  en  el  sentido  obvio  de  las

palabras que componen la expresión, es decír, dentro del contexto de la satísfacción
c7e  /o pec7z.do  e7c  ¿#¿e/cz/}J.  A  su  tumo,  en  tratándose  del  hecho  superado  entraña la

observancia de las pretensiones del accionante a partir de una conducta desplegada

por el agente transgresor. En otros téminos, 1a omisión o acción reprochada por el
tutelante, ya fiie superadaL por parte del accionado. También se ha señalado que se
configura la carencia actual de objeto por hecho superado, entre otras circunstancias,

por ausencia de interés jurídico o sustracción de materia.

Por supuesto, que cuando se presenta ese fenómeno (hecho superado), en términos
de decisiones judiciales, la obligación del juez de tutela no es la de pronunciarse de
fondo.  Solo  cuando  estime  necesario  ííÁczcer  obsewczcz.o7?es  soZ)re  /os  ÁecÁos  g#e

orígínaron la acción de tutela, con el propósito de resaltar su fialta de conf;ormidad
constitucional,  condenar su ocurrencia y comínar a que se adopten las medidas
necesarias  para  evítar  su  repetición,  so  pena  de  las  sancíones  pertínentes.  De
cualquier modo, lo que sí resulta i,neludible en estos casos, es que en la sentencía se
demuestre la reparacíón del derecho antes de la aprobación del fiallo, es decir, que
se  cze77e%ef¿7~e  e/  Áec¢o  £'%perczcJo/+6.   De  lo   contrario,   no   estará  comprobada  esa

hipótesis.

Esas   breves   consideraciones,   vienen   al   caso   sz¿ó  /.c/dz.ce,   ya   que   ha   pasado
sencillamente que el expediente pemite rastrear la configuración del precitado hecho
superado. En razón que c()nfome se puede extraer de los informes realizados por el
COORDINADOR DE LOS JUECES  CIVILES  MUNICIPALBS  DE EJECUCIÓN  DE
BARRANQUILLA   (CENT]RO   DE   SERVICIOS   PARA   LOS   JUZGADOS   CIVILES
MUNICIALES DE EJECUCIÓN),  que se resolvió el pedimento elevado dentro del
trámite de la acción constitucional.

Lo anterior da cuenta con ello que el motivo de queja constitucional ha fenecido, ya

que  adelantó  la  gestión  ausente  en  el  trámite  tutelar,  dar  respuesta  a  la  petición
presentada.

Así las cosas, emerge coruscante que el Despacho Judicial censurado ha resuelto de
fondo la problemática demiunciada en la tutela, 1a actuación adelantada se ajusta a las

quejas del censor;  y comoquiera que ante la existencia de las gestiones citadas,  se
finiquitó  esa controversia  constitucional;  por lo tanto,  es paladino  que  esa actitud
devela que la accionada c()njuró las vulneraciones esgrimidas por la promotora como

S CORTE CONSTITUCIONAL,  sentencia SU-540  de 2007, M.P. TAFUR GALVIS Álvaro.
6 CORTB CONSTITUCIONAI,, sentencia de  15 de diciembre de 2014, Bxp. T-970-2014, M.P. VARGAS SILVA Luis Eme§to.
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Éivote de sus solicitud de salvaguardia constitucional, por lo que despunta con vigor
la superación del estado de vulneración anotado.

Se avizora que el amparo constitucional deprecado se ha conmocionado, debido a la
configuración del escenario de superación del agravio constitucional denunciado, el

que se puede afimar ha ingresado al mundo de lo pretérito.

En ese orden de ideas, se debe denegar el amparo pretendido por improcedente, por
haberse acaecido una carencia de objeto por un hecho superado.

Corolario de todo lo anterior, EL JUZGADO DIECISEIS  CIVIL DEL CIRCUITO
DE  BARRANQUILLA  ADMINISTRANDO  JUSTICIA  EN  NOMBRE  DE  LA
REPUBLICA Y POR AUTORIDAD DE LA LEY,

RESUELVE

PRIMERO: Deniéguese el amparo constitucional el derecho fimdamental  "Pe¿z.cz.ó# "

promovido por la COOPERATIVA MULTIACTIVA DE LA REGION CARIBE DE
COLOMBIA     SIGLA     COORECARCO     EN     LIQUIDACION.,     en     contra
COORDINADOR DE LOS JUECES CIVILES MUNICIPALES DE EJECUCIÓN
DE  BARRANQUILLA  (CENTRO  DE  SERVICIOS  PARA  LOS  JUZGADOS
CIVILES MUNICIALES DE EJECUCIÓN), por los motivos anotados.

SEGUNDO: Notificar  esta providencia por telegrama,  oficio  o  por  el  medio  más
expedito posible, a las partes y al Defensor del Pueblo, a más tardar al día siguiente
de su expedición.

TERCERO: Cumplidas  las  tramitaciones  de  rigor,  si  no  se  hubiere  impugnado,
remítase a la Honorable Corte Constitucional, al día siguiente de su ejecutoria, para
su eventual revisión.

NOTIFI UESE Y CUMPLASE
LA JUEZA
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